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INFORME SECRETARIAL: A Despacho de la señora juez el presente proceso con 

solicitud de entrega de título judicial. Sírvase proveer. Santiago de Cali, 12 de 

mayo de 2022.  

 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 

Secretaria 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

 

 

JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Ref.   Proceso ordinario laboral. MARIA ZAMIRA OROZCO DE OSORIO vs. 

COLPENSIONES. Rad. 2015-00183-00 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 691 

 

Santiago de Cali, doce (12) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

Mediante memorial que antecede el apoderado de la parte actora solicita la 

entrega del título judicial depositado a favor del demandante correspondiente 

a las costas del proceso ordinario. 

 

Así las cosas, se ordenará el pago a la parte demandante. 

 

En mérito de lo anterior el Juzgado 

 

DISPONE: 

 

Ordenar el pago a la parte actora, a través de su apoderado judicial Dr. JUAN 

DAVID VALDES PORTILLA identificado con C.C. 16.918.155 y T.P. No. 233.825 del 

Consejo Superior de la Judicatura, quien tiene la facultad de recibir según 

memorial poder que obra en el expediente, del título judicial No. 

469030002768541 consignado el 22/04/2022 por valor de $1.400.000.oo, por 

COLPENSIONES, correspondientes a las costas del proceso ordinario. 

 

NOTIFÍQUESE 
 

 

Firmado Por: 

 

Angela Maria Victoria Muñoz 

Juez 

Juzgado De Circuito 

Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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REPUBLICA DE COLOMBIA - RAMA JURISDICCIONAL                                                                                                                                                                

  
JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE SANTIAGO DE CALI 

 

 

PROCESO ORDINARIO 

DEMANDANTE ELISA IVETTE RAMIREZ VALENCIA        

DEMANDADO COLPENSIONES Y PORVENIR SA 

RADICACIÓN 76001-31-05-005-2017-00518-00 

 

SECRETARIA: Pasa al Despacho de la señora Juez el presente proceso con la 

liquidación de las Costas y Agencias en Derecho, para los fines de la regla 

primera del artículo 366 del C. G. P. 

 

Liquidación de Costas: En cumplimiento a lo dispuesto en la Sentencia 245 del 28 

de octubre de 2021, dictada por el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Cali Sala Laboral, quien ADICIONA la sentencia No. 185 del 17 de junio de 

2019, proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali. Se procede a 

efectuar la liquidación de las costas de primera y segunda instancia: 

 

Agencias en derecho fijadas en Primera Instancia a 

cargo de PORVENIR SA y a favor de la parte actora 

$5.680.000.oo 

 

Agencias en derecho fijadas en Segunda Instancia 

a COLPENSIONES y PORVENIR SA y a favor de la 

parte actora  

$454.263.oo 

$454.263.oo 

Total Agencias en Derecho $6.588.526.oo 

 

SON: SEIS MILLONES CIENTO TREINTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS SESENTA Y TRES 

PESOS MCTE ($6.134.263.oo) a cargo de la parte demandada  PORVENIR S.A. y a 

favor de la parte actora.   

 

SON: CUATROCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS SESENTA Y TRES 

PESOS MCTE ($454.263.oo) a cargo de la parte demandada  COLPENSIONES. y a 

favor de la parte actora.   

 

Santiago de Cali, 12 de mayo de 2022 

 

Pasa al despacho de la Señora Juez. 

 

 

 

JANET LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 

Secretaria 
 

 

 
  

Jrjs 

 

 

 

 

 



 

2 
 

SECRETARIA. AL despacho de la señora Juez el presente proceso que regresó del 

Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali,  pendiente de aprobar las costas. 

Sírvase proveer.  

Santiago de Cali, marzo 11 de 2021. 

 

 

JANET LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 

Secretaria 

REPUBLICA DE COLOMBIA - RAMA JURISDICCIONAL                                                                                                                                                                

  
JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE SANTIAGO DE CALI 

 

PROCESO ORDINARIO 

DEMANDANTE ELISA IVETTE RAMIREZ VALENCIA        
DEMANDADO COLPENSIONES Y PORVENIR SA 

RADICACIÓN 76001-31-05-005-2017-00518-00 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 1261. 

 

Santiago de Cali, mayo doce (12) de dos mil veintidós (2022) 

 

Atendiendo el informe secretarial que antecede, y en cumplimiento a lo dispuesto en la 

Sentencia 245 del 28 de octubre de 2021, dictada por el Honorable Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali Sala Laboral, quien ADICIONA la sentencia No. 

185 del 17 de junio de 2019, proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito 

de Cali., se procederá a efectuar la liquidación de las costas de primera y 

segunda instancia. 
  

Así las cosas, y dado que la liquidación previamente efectuada se encuentra ajustada a 

derecho, se procedió a aprobarla de conformidad con lo dispuesto en la regla primera 

del artículo 366 del C. G. P. 

 

En mérito de lo anterior, la Juez Quinta Laboral del Circuito de Santiago de Cali. 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: OBEDECER y CUMPLIR lo resuelto por la Honorable Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Cali Sala Laboral, mediante 245 del 28 de octubre de 2021.   
 

SEGUNDO: APROBAR la liquidación de costas elaborada por la Secretaría en el presente 

trámite. 

 

TERCERO: ORDENAR el archivo del presente proceso, previa EJECUTORIA de la aprobación 

de costas, procediéndose con la cancelación de su radicación en el libro respectivo.  

 

CUARTO: PUBLIQUESE la presente decisión a través de los Estados Electrónicos en el portal 

Web de la Rama Judicial, de conformidad con lo dispuesto por el Consejo Superior de la 

Judicatura mediante acuerdos, y más recientemente en el PCSJA20-11567 de junio 05 de 

2020.  

NOTIFÍQUESE 

 
 

 

Firmado Por: 

 

Angela Maria Victoria Muñoz 

Juez 

Juzgado De Circuito 

Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 
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Msp 

INFORME SECRETARIAL: A Despacho de la señora juez el presente proceso con solicitud de 

medidas cautelares. Sírvase proveer. Santiago de Cali, 12 de mayo de 2022.   

 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 

Secretaria 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

 

 

JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Ref. Proceso ejecutivo laboral. JOSE ALPIDIO BURITICA CALLE vs. ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES.  Rad. 2021-00500-00.           

 

INTERLOCUTORIO No. 1255 

 

                        Santiago de Cali, doce (12) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

Mediante escrito que obra en el expediente virtual el apoderado de la parte actora 

solicita se decrete el embargo de los dineros que posea la demandada en la entidad 

señalada en el memorial, manifestando bajo la gravedad de juramento que los mismos 

son de propiedad de Colpensiones. 

 

Para resolver se considera,  

 

Sea lo primero advertir que conforme a la Ley 1151 de 2007, Colpensiones es una empresa 

industrial y comercial del estado del orden nacional, con personería jurídica, autonomía 

administrativa y patrimonio independiente, vinculada al Ministerio de la Protección Social, 

cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima media con 

Prestación Definida, para efectos tributarios la entidad goza de una naturaleza 

eminentemente pública. 

 

Establecido lo anterior, corresponde ahora examinar la naturaleza del fondo pensional.  

 

La Corte Constitucional en sentencia C-378 de 1998 estableció:  

 

“En el régimen de prima media con prestación definida, según la definición que 

de él hace la propia Ley 100 de 1993, es aquel “mediante el cual los afiliados o 

sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, 

o una indemnización, previamente definidas” (artículo 31 de la ley 100 de 1993). 

En éste, los aportes de los trabajadores y empleadores, constituyen un fondo 

común, del cual se extraen los recursos necesarios para cubrir la pensión, si el 

afiliado cumple los requisitos para acceder a ella. 

(…) Los dineros que aportan trabajadores y empleadores al sistema de seguridad 

social, por sus características, son recursos de carácter parafiscal, pues 

responden a las características con que la Constitución, la ley y la jurisprudencia 

han definido esta clase de rentas.  

(...) en tratándose del régimen de prima media con prestación definida, cuya 

administración corresponde al Instituto de Seguros Sociales “empresa industrial y 

comercial del Estado, del orden nacional, con personería jurídica, autonomía 

administrativa y patrimonio independiente . . . “ según el artículo 275 de la ley 100 

de 1993, no es válido afirmar que por la naturaleza jurídica de este Instituto o por 

su vinculación al Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, los recursos que 

administra por concepto de los aportes que realizan sus afiliados y empleadores, 

hacen parte de su patrimonio o puedan catalogarse como ingresos de la 

Nación, como parece entenderlo el demandante. Pues, como fue explicado, los 



 

aportes que administra el Instituto, así como sus rendimientos, en razón a su 

naturaleza parafiscal no pueden reputarse de propiedad ni del ente 

administrador ni del estado. 

Corolario de lo anterior, es que la definición que hace el literal b) del artículo 32 

acusado, según la cual, en el régimen solidario con prestación definida “Los 

aportes de los afiliados y sus rendimientos, constituyen un fondo común de 

naturaleza pública” no puede entenderse en el sentido que lo hace el actor. 

Pues esa característica, por la naturaleza misma de los aportes que lo integran, 

en ningún momento, puede implicar que la Nación pueda apropiarse de estos 

recursos ni mucho menos, que puedan recibir el tratamiento que se da a los 

ingresos ordinarios del Estado.  

Dentro de este contexto, no encuentra la Corte cómo el aparte acusado del 

literal b) del artículo 32 de la ley 100, pueden violar los derechos a la seguridad 

social, pues como fue explicado, los recursos por concepto de los aportes al 

sistema de seguridad social no pueden reputarse como de propiedad de las 

entidades administradores ni de la Nación. Igualmente, este derecho se 

encuentra garantizado, pues en ningún caso, la definición de “público” que 

hace la norma parcialmente acusada, desconoce las prerrogativas que 

constitucional y legalmente poseen los afiliados al régimen de prima media con 

prestación definida”  

 

En cuanto al principio de inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación, en 

sentencia C-192 de 2005, la Corte Constitucional, precisó: 

 

“En efecto, de acuerdo con el ordenamiento jurídico colombiano, únicamente 

la autoridad judicial competente, que expidió la orden de embargo dentro del 

proceso del cual conoce, es quien una vez obre en el expediente la constancia 

sobre la naturaleza de los recursos, determinará si procede el desembargo, o si 

continúa con el mismo, o si decide ordenar el desembargo, por la sencilla razón 

de que el juez del caso es quien conoce si, no obstante que se está ante 

recursos (del Presupuesto General de la Nación), la situación objeto de su 

decisión se enmarca dentro de las excepciones al principio general de 

inembargabilidad del Presupuesto, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, a la que se ha hecho alusión”. 

 

La jurisprudencia constitucional de manera enfática ha dicho que el principio de 

inembargabilidad no es absoluto, debido a que tiene una excepción cuando se trata de 

salvaguardar el mínimo vital, vida digna y pago oportuno de la pensión del ejecutante. En 

sentencia C-546/92, que vale traer a cuento en esta ocasión, dijo que: 

 

“La inembargabilidad absoluta de los recursos del Presupuesto General de la 

Nación afecta particularmente el derecho que tienen las personas al pago de 

las pensiones legales. En este sentido el inciso tercero del artículo 53 de la 

Constitución establece: ‘El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al 

reajuste periódico de las pensiones legales’ y en el inciso final del propio artículo 

53 agrega: ‘La Ley . . .  no puede menoscabar . . . los derechos de los 

trabajadores.  

Incluso los decretos con fuerza de ley dictados en los estados de excepción 

constitucional tampoco pueden menoscabar dichos derechos, de conformidad 

con el artículo 241.2 de la Carta. Y uno de tales derechos, de orden 

constitucional – que es norma de normas, según el artículo 4º.-, es precisamente 

el derecho al pago oportuno de las pensiones.  

 

. . . Por lo demás, la inembargabilidad de los recursos del presupuesto frente a las 

demandas laborales hace particularmente inefectivos los derechos de los 

pensionados, por la especial circunstancia de hallarse en una edad en la que 

difícilmente pueden proveerse de otros medios de subsistencia. De ahí que tal 

situación de contera comporte desconocimiento de los derechos denominados 

“de la tercera edad”, los cuales, paradójicamente, fueron muy caros al 

Constituyente”.  (subrayado fuera del texto) 

 



 

Por otra parte, se debe resaltar que la suscrita tiene la obligación constitucional de 

garantizar el efectivo cumplimiento de las decisiones judiciales y hacer efectivo el acceso 

a la administración de justicia del demandante (art. 48, 93, 94 y 229 de la C.P.), 

procurando la materialización de un derecho adquirido, cuyo pago no ha sido efectuado 

por la demandada. 

 

En este orden de ideas, en atención a que esta ejecución se adelanta para el pago de 

un derecho derivado de la seguridad social, se inaplicará el principio de 

inembargabilidad y se accederá a lo solicitado, limitándose la medida en la suma de 

$7.014.591.oo. 

 

En mérito de lo anterior, el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali, 

 

DISPONE: 

 

1.-Inaplicar el principio de inembargabilidad de las cuentas de Colpensiones.  

 

2.-DECRETAR el embargo de los dineros que posee la demandada Administradora 

Colombiana de Pensiones Colpensiones en el Banco de Occidente y Davivienda. 

Limitándose la medida en la suma de $7.014.591.oo. Líbrese los oficios respectivos. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

Angela Maria Victoria Muñoz 

Juez 

Juzgado De Circuito 

Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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Msp 

INFORME SECRETARIAL: A Despacho de la señora juez el presente proceso con solicitud de 

medidas cautelares. Sírvase proveer. Santiago de Cali, 12 de mayo de 2022.   

 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 

Secretaria 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

 

 

JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Ref. Proceso ejecutivo laboral. LUZ DARY BELTRÁN TENORIO vs. ADMINISTRADORA   

COLOMBIANA   DE   PENSIONES   COLPENSIONES. Rad. 2021-00510.           

 

INTERLOCUTORIO No. 1252 

 

                        Santiago de Cali, doce (12) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

Mediante escrito que obra en el expediente virtual el apoderado de la parte actora 

solicita se decrete el embargo de los dineros que posea la demandada en la entidad 

señalada en el memorial, manifestando bajo la gravedad de juramento que los mismos 

son de propiedad de Colpensiones. 

 

Para resolver se considera,  

 

Sea lo primero advertir que conforme a la Ley 1151 de 2007, Colpensiones es una empresa 

industrial y comercial del estado del orden nacional, con personería jurídica, autonomía 

administrativa y patrimonio independiente, vinculada al Ministerio de la Protección Social, 

cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima media con 

Prestación Definida, para efectos tributarios la entidad goza de una naturaleza 

eminentemente pública. 

 

Establecido lo anterior, corresponde ahora examinar la naturaleza del fondo pensional.  

 

La Corte Constitucional en sentencia C-378 de 1998 estableció:  

 

“En el régimen de prima media con prestación definida, según la definición que 

de él hace la propia Ley 100 de 1993, es aquel “mediante el cual los afiliados o 

sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, 

o una indemnización, previamente definidas” (artículo 31 de la ley 100 de 1993). 

En éste, los aportes de los trabajadores y empleadores, constituyen un fondo 

común, del cual se extraen los recursos necesarios para cubrir la pensión, si el 

afiliado cumple los requisitos para acceder a ella. 

(…) Los dineros que aportan trabajadores y empleadores al sistema de seguridad 

social, por sus características, son recursos de carácter parafiscal, pues 

responden a las características con que la Constitución, la ley y la jurisprudencia 

han definido esta clase de rentas.  

(...) en tratándose del régimen de prima media con prestación definida, cuya 

administración corresponde al Instituto de Seguros Sociales “empresa industrial y 

comercial del Estado, del orden nacional, con personería jurídica, autonomía 

administrativa y patrimonio independiente . . . “ según el artículo 275 de la ley 100 

de 1993, no es válido afirmar que por la naturaleza jurídica de este Instituto o por 

su vinculación al Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, los recursos que 

administra por concepto de los aportes que realizan sus afiliados y empleadores, 

hacen parte de su patrimonio o puedan catalogarse como ingresos de la 

Nación, como parece entenderlo el demandante. Pues, como fue explicado, los 



 

aportes que administra el Instituto, así como sus rendimientos, en razón a su 

naturaleza parafiscal no pueden reputarse de propiedad ni del ente 

administrador ni del estado. 

Corolario de lo anterior, es que la definición que hace el literal b) del artículo 32 

acusado, según la cual, en el régimen solidario con prestación definida “Los 

aportes de los afiliados y sus rendimientos, constituyen un fondo común de 

naturaleza pública” no puede entenderse en el sentido que lo hace el actor. 

Pues esa característica, por la naturaleza misma de los aportes que lo integran, 

en ningún momento, puede implicar que la Nación pueda apropiarse de estos 

recursos ni mucho menos, que puedan recibir el tratamiento que se da a los 

ingresos ordinarios del Estado.  

Dentro de este contexto, no encuentra la Corte cómo el aparte acusado del 

literal b) del artículo 32 de la ley 100, pueden violar los derechos a la seguridad 

social, pues como fue explicado, los recursos por concepto de los aportes al 

sistema de seguridad social no pueden reputarse como de propiedad de las 

entidades administradores ni de la Nación. Igualmente, este derecho se 

encuentra garantizado, pues en ningún caso, la definición de “público” que 

hace la norma parcialmente acusada, desconoce las prerrogativas que 

constitucional y legalmente poseen los afiliados al régimen de prima media con 

prestación definida”  

 

En cuanto al principio de inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación, en 

sentencia C-192 de 2005, la Corte Constitucional, precisó: 

 

“En efecto, de acuerdo con el ordenamiento jurídico colombiano, únicamente 

la autoridad judicial competente, que expidió la orden de embargo dentro del 

proceso del cual conoce, es quien una vez obre en el expediente la constancia 

sobre la naturaleza de los recursos, determinará si procede el desembargo, o si 

continúa con el mismo, o si decide ordenar el desembargo, por la sencilla razón 

de que el juez del caso es quien conoce si, no obstante que se está ante 

recursos (del Presupuesto General de la Nación), la situación objeto de su 

decisión se enmarca dentro de las excepciones al principio general de 

inembargabilidad del Presupuesto, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, a la que se ha hecho alusión”. 

 

La jurisprudencia constitucional de manera enfática ha dicho que el principio de 

inembargabilidad no es absoluto, debido a que tiene una excepción cuando se trata de 

salvaguardar el mínimo vital, vida digna y pago oportuno de la pensión del ejecutante. En 

sentencia C-546/92, que vale traer a cuento en esta ocasión, dijo que: 

 

“La inembargabilidad absoluta de los recursos del Presupuesto General de la 

Nación afecta particularmente el derecho que tienen las personas al pago de 

las pensiones legales. En este sentido el inciso tercero del artículo 53 de la 

Constitución establece: ‘El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al 

reajuste periódico de las pensiones legales’ y en el inciso final del propio artículo 

53 agrega: ‘La Ley . . .  no puede menoscabar . . . los derechos de los 

trabajadores.  

Incluso los decretos con fuerza de ley dictados en los estados de excepción 

constitucional tampoco pueden menoscabar dichos derechos, de conformidad 

con el artículo 241.2 de la Carta. Y uno de tales derechos, de orden 

constitucional – que es norma de normas, según el artículo 4º.-, es precisamente 

el derecho al pago oportuno de las pensiones.  

 

. . . Por lo demás, la inembargabilidad de los recursos del presupuesto frente a las 

demandas laborales hace particularmente inefectivos los derechos de los 

pensionados, por la especial circunstancia de hallarse en una edad en la que 

difícilmente pueden proveerse de otros medios de subsistencia. De ahí que tal 

situación de contera comporte desconocimiento de los derechos denominados 

“de la tercera edad”, los cuales, paradójicamente, fueron muy caros al 

Constituyente”.  (subrayado fuera del texto) 

 



 

Por otra parte, se debe resaltar que la suscrita tiene la obligación constitucional de 

garantizar el efectivo cumplimiento de las decisiones judiciales y hacer efectivo el acceso 

a la administración de justicia del demandante (art. 48, 93, 94 y 229 de la C.P.), 

procurando la materialización de un derecho adquirido, cuyo pago no ha sido efectuado 

por la demandada. 

 

En este orden de ideas, en atención a que esta ejecución se adelanta para el pago de 

un derecho derivado de la seguridad social, se inaplicará el principio de 

inembargabilidad y se accederá a lo solicitado, limitándose la medida en la suma de 

$13.355.286.89. 

 

En mérito de lo anterior, el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali, 

 

DISPONE: 

 

1.-Inaplicar el principio de inembargabilidad de las cuentas de Colpensiones.  

 

2.-DECRETAR el embargo de los dineros que posee la demandada Administradora 

Colombiana de Pensiones Colpensiones en el Banco de Occidente. Limitándose la 

medida en la suma de $13.355.286.89. Líbrese los oficios respectivos. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

Angela Maria Victoria Muñoz 

Juez 

Juzgado De Circuito 

Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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INFORME SECRETARIAL: En la fecha paso al despacho de la señora Juez el 

presente proceso ejecutivo laboral, informando que la apoderada de la parte 

actora solicita la entrega del título judicial y la terminación del proceso. Sírvase 

proveer. Santiago de Cali, 12 de mayo de 2022.  

 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 

Secretaria 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

 

 

JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 

Ref.  Proceso ejecutivo laboral. LUÍS ENRIQUE GRUESO vs. COLPENSIONES. 

Rad. 2022-00100. 
 

INTERLOCUTORIO No. 1254 

 

     Santiago de Cali, doce (12) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

 

Encontrándose el proceso corriendo términos de la notificación del 

mandamiento de pago realizada a la Agencia Nacional del Estado, la 

apoderada de la parte actora solicita la entrega del título judicial consignado 

por COLPENSIONES, y la terminación del proceso por pago total de la 

obligación. 

 

Verificado el embargo en la plataforma del Banco Agrario, encuentra el 

despacho que existe a favor de la parte demandante título judicial No. 

469030002771012 de fecha 27/04/2022 por valor $900.000.oo, consignados por 

la ejecutada, correspondientes a las costas del proceso ordinario. 

 

Así las cosas, dado que la suma referida cubre el valor total de la liquidación 

del crédito en el presente proceso, y por ser procedente se ordenará el pago a 

la parte ejecutante, así como la terminación del proceso por pago total de la 

obligación, sin lugar al levantamiento de medidas cautelares por cuanto no se 

decretaron. 

 

En virtud de lo anterior, el juzgado, 

 

DISPONE 

 

PRIMERO: ORDENAR el pago a la parte actora, a través de su apoderada 

judicial Dra. FABIOLA GARCIA DE DIAZ, identificada con C.C. No. 31.280.493 y 

T.P. No. 229.295 del Consejo Superior de la Judicatura, quien tiene facultad 

para recibir según poder que obra en el expediente, del título judicial No. 

469030002771012 de fecha 27/04/2022 por valor $900.000.oo, consignado por 

COLPENSIONES, correspondiente al pago de las costas del proceso ordinario. 

 

SEGUNDO: DAR POR TERMINADO el presente proceso ejecutivo laboral, 

promovido por LUÍS ENRIQUE GRUESO contra COLPENSIONES, por PAGO TOTAL 

DE LA OBLIGACIÓN. 



 

 

TERCERO: SIN COSTAS por no aparecer causadas. 

 

CUARTO: ARCHIVAR las actuaciones, previa cancelación de la radicación en 

los libros respectivos. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

Angela Maria Victoria Muñoz 

Juez 

Juzgado De Circuito 

Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 

validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

1a05e829828a242249d2e587480022c98f20eacd3239f32b0c7d8c899ef7655d 

Documento generado en 12/05/2022 01:04:54 PM 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



Msp 

INFORME SECRETARIAL: A Despacho de la señora juez el presente proceso con poder y 

solicitud de adición al mandamiento de pago. Sírvase proveer. Santiago de Cali, 12 

de mayo de 2022. 

 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 

Secretaria 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

 

 

JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Ref. Proceso ejecutivo laboral. MARÍA AURORA POSADA y JOSÉ ANTONIO PINTO 

ESPINOSA vs. CITI COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS Rad. 2022-00146 

                             

INTERLOCUTORIO No. 1256 

 

                       Santiago de Cali, doce (12) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

Teniendo en cuenta el informe secretarial que antecede observa el despacho que la 

parte demandante conforme al memorial y poder allegado a la foliatura, solicita la 

adición de la providencia mediante la cual se libra mandamiento de pago en el 

sentido de incluir las obligaciones contenidas en el fallo objeto de ejecución a favor del 

señor JOSÉ ANTONIO PINTO ESPINOSA integrado en la litis. 

 

Para resolver el despacho considera:  

 

El artículo 287 del CGP, aplicable por analogía en materia laboral, establece: 

 

Artículo 287. Adición. Cuando la sentencia omita resolver sobre cualquiera de los 

extremos de la litis o sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley 

debía ser objeto de pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de 

sentencia complementaria, dentro de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de 

parte presentada en la misma oportunidad. 

 

El juez de segunda instancia deberá complementar la sentencia del inferior 

siempre que la parte perjudicada con la omisión haya apelado; pero si dejó de 

resolver la demanda de reconvención o la de un proceso acumulado, le 

devolverá el expediente para que dicte sentencia complementaria.  

 

Los autos solo podrán adicionarse de oficio dentro del término de su ejecutoria, o 

a solicitud de parte presentada en el mismo término. 

 

 Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva sobre la 

complementación podrá recurrirse también la providencia principal. 

 

Por lo anterior, y por ser procedente conforme al memorial poder procederá el 

despacho a adicionar el auto 955 del 18 de abril de 2022. 

 

En cuanto a la solicitud de medida cautelar respecto de la ejecutada, el Despacho la 

encuentra procedente por lo tanto decretara el embargo en la forma pedida 

conforme a los artículos 594 del CGP Art. 134 de la Ley 100 de 1993 y demás leyes 

especiales. 

 

En mérito de lo anterior el Juzgado 

 

RESUELVE: 

 



 

 

ADICIONAR el auto 955 del 18 de abril de 2022, mediante el cual se libró mandamiento 

de pago en contra de CITI COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, para que a 

través de su representante legal o por quien haga sus veces y a favor del señor JOSÉ 

ANTONIO PINTO ESPINOSA, por los siguientes conceptos: 

 

1.- Reconocer y Pagar la pensión de sobrevivientes a partir del 21 de septiembre de 

2007 en un 50%, en la suma de $223.421.63.  

  

2.- Reconocer y Pagar la suma de 60.592.279.18, por concepto de retroactivo 

pensional causado desde el 21 de septiembre de 2007 al 31 de enero de 2021, el cual 

actualizado al 30 de abril de 2022 arroja la suma de $67.889.175.77. 

 

3. Reconocer y Pagar los intereses moratorios a la tasa máxima establecida por la ley 

desde el 21 de septiembre de 2007 y hasta que se haga efectivo el pago de las 

mesadas adeudadas, los cuales actualizados al 30 de abril de 2022 arrojan la suma de 

$111.302.180.02. 

 

4.- DECRETAR el embargo y retención de los dineros de propiedad de CITI COLFONDOS 

S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, que a cualquier título posea en las siguientes entidades 

bancarias: BOGOTÁ, BANCOLOMBIA, DAVIVIENDA, HELM, OCCIDENTE, SUDAMERIS, 

POPULAR y COLPATRIA; de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este 

proveído. Una vez se encuentre en firme la liquidación del crédito y costas, se limitará 

el embargo y se procederá a librar los respectivos oficios a los bancos, incluyendo 

además el descuento por los aportes en salud con destino a la EPS a la cual esté 

afiliado el actor. 

 

5.- La suma de TRES MILLONES VEINTINUEVE MIL SEICIENTOS TRECE PESOS CON 

CINCUENTA CENTAVOS MCTE. ($3.029.613.50), correspondiente al 50% de las costas 

fijadas en primera instancia. 

 

6.- Por las costas que se causen en el proceso ejecutivo. 

 

7.-Notifíquese el mandamiento de pago a la parte pasiva CITI COLFONDOS S.A. 

PENSIONES Y CESANTÍAS, de conformidad con el artículo 306 del Código General del 

Proceso, debiéndose notificar el presente mandamiento de pago personalmente al 

demandado, indicándole que cuenta con un término de cinco (5) días para pagar la 

obligación (art. 431 ib.) y de diez (10) para presentar excepciones (art. 442 id.).  

 

8.- Reconocer personería al Abogado HUGO FERNANDO ARISTIZABAL GALEANO, 

identificado con la C.C. 17.330.697 y T. P. No. 61.573 del Consejo Superior de la 

Judicatura, para que actúe en el proceso como apoderado del señor JOSÉ ANTONIO 

PINTO ESPINOSA. 

 

NOTIFIQUESE 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Angela Maria Victoria Muñoz 

Juez 

Juzgado De Circuito 

Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 
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